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INTRODUCCIÓN 

Constituye objeto del presente capítulo el análisis de determinadas rentas 
amparadas por un artículo específico en los convenios, que no han sido objeto 
de análisis en los capítulos anteriores. Se trata de rendimientos del trabajo que, 
se tratan de forma separada en los Convenios y también, algunas de ellas, en 
el Impuesto sobre la Renta de los No Residentes (en adelante IRNR). 

Finalizará el presente capítulo con el análisis del artículo 21 del MCOCDE que, 
bajo el título “OTRAS RENTAS”, ampara todas aquellas rentas que no se 
encuentran individualizadas en el capítulo III del MCOCDE–artículos 6 a 20-. 
Este artículo constituye una cláusula de cierre al objeto de que, cualquier clase 
de renta, obtenida por los residentes de los Estado firmantes, este amparada 
por las disposiciones del Convenio suscrito. 

Los artículos del Modelo Convenio de la OCDE (en adelante MCOCDE) que 
categorizan estas rentas de forma separada respecto de los rendimientos del 
trabajo son los siguientes: 

Artículo 16. Honorarios de consejeros 

Artículo 18. Pensiones 

Artículo 19. Función pública 

Artículo 20. Estudiantes 

El artículo 15 del MCOCDE, titulado “Renta del trabajo por cuenta ajena” 
comienza señalando lo siguiente: 

“1, Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 16, 18 y 19, los sueldos 
y salarios y otras remuneraciones similares obtenidos por un residente 
de un Estado contratante por razón de un empleo…..” 

Por lo tanto, las rentas que este artículo 15 excluye de la aplicación de los 
criterios que rigen la tributación de los rendimientos del trabajo son las 
remuneraciones de los consejeros, las pensiones y las retribuciones públicas. 
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Las dos primeras se consideran también de forma separada a los rendimientos 
del trabajo en el IRNR. Así, el artículo 13.1 del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes (en adelante TRLIRNR), al clasificar 
las rentas obtenidas en España, separa los rendimientos del trabajo, letra c) de 
las remuneraciones de los consejeros, letra d) y de las pensiones, letra e). Por 
el contrario, las retribuciones públicas sí se encuentran incluidas expresamente 
en la letra c) de rendimientos del trabajo, aunque dentro de un epígrafe 
específico. 

Junto a estas rentas, expresamente excluidas del ámbito de aplicación de las 
rentas del trabajo del artículo 15 del MCOCDE, están los pagos a que se refiere 
el artículo 20 del MCOCDE que bajo el título “Estudiantes” ampara las 
cantidades percibidas por estudiantes o personas en formación. Estas rentas, 
por lo general, entrarán también dentro de la categoría de rendimientos del 
trabajo a tenor de lo dispuesto en la Ley del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, norma a la que procede acudir en ausencia de disposición 
en la Ley del IRNR, tal y como dispone el artículo 13.3 del TRLIRNR. 

“3. Para la calificación de los distintos conceptos de renta en función de 
su procedencia se atenderá a lo dispuesto en este artículo y, en su 
defecto, a los criterios establecidos en el texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 3/2004, de 5 de marzo.”1 

 
1. CONSEJEROS 

1.1  CONCEPTO.  

Se consideran rentas obtenidas en territorio español según la letra e) del 
artículo 13.1 del TRLIRNR 

“e) Las retribuciones de los administradores y miembros de los consejos 
de administración, de las juntas que hagan sus veces o de órganos 
representativos de una entidad residente en territorio español” 

De forma similar el artículo 16 del MCOCDE, bajo el título de “Honorarios de 
consejeros” dispone lo siguiente: 

“Los honorarios como consejero y otras retribuciones análogas que un 
residente de un Estado contratante obtenga como miembro de un 
consejo de administración de una sociedad residente del otro Estado 
contratante pueden someterse a imposición en ese otro Estado.” 

La naturaleza de estas rentas son aquellos pagos que perciben personas 
físicas y jurídicas por pertenecer a los órganos directivos de control y 
representación de las sociedades de acuerdo con la legislación mercantil, como 
los consejos de administración o similares.  

Ambos artículos amparan exclusivamente las rentas percibidas por consejeros 
o administradores en el desarrollo de sus funciones como tales y así 
explícitamente señalan los Comentarios del MCOCDE que “el artículo no es 
aplicable a las retribuciones pagadas a un miembro de un consejo de 
administración por otras posibles actividades diferentes que realice para la 
sociedad como, por ejemplo, empleado, asesor, consultor, etc.”, por lo tanto, si 

 
1 Actualmente remisión a la Ley 35/2006 del IRPF. 
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el consejero o administrador percibe otro tipo de pagos de la sociedad, 
resultará imprescindible diferenciar el carácter de la retribución percibida.  

Tal situación es objeto de consideración por la Dirección General de Tributos 
en CV 0833/02 de fecha 3 de junio de 2002 relativa al cobro de dividendos por 
parte de un residente en Suiza miembro del Consejo de administración de una 
sociedad española, declarándose la aplicación del artículo 16 del CDI con 
Suiza para las retribuciones que percibe en calidad de administrador o de 
miembro del consejo de administración y del artículo 10 del CDI para los 
dividendos. En otra consulta vinculante más reciente, la CV 2128-24 de 2 
octubre de 2024 declara la DGT que “La retribución de un consejero no 
residente de una entidad residente en España, está sometida a tributación con 
independencia de dónde desempeñe su actividad; cualquier otra 
retribución, bien por razón de empleo, de naturaleza profesional o incluso 
derivada de la condición de socio, merece otro tratamiento fiscal” 

Otra cuestión, aunque relativa a la exclusión del ámbito de aplicación de este 
artículo, es la que resuelve la Audiencia Nacional en sentencia de 1/06/2023. 
Ante el supuesto de remuneraciones que una entidad residente en España 
satisface a consejeros ejecutivos no residentes con cargo a su EP no residente,  
se declara la no sujeción en España de estas rentas al considerar que se trata 
de retribuciones vinculadas al EP en el extranjero  y con cargo a él, 
considerando  de aplicación lo dispuesto en el artículo 13.2.b) que dispone que 
no se consideran obtenidos en territorio español “b) Los satisfechos a personas 
o entidades no residentes por establecimientos permanentes situados en el 
extranjero, con cargo a éstos, cuando las prestaciones correspondientes estén 
vinculadas con la actividad del establecimiento permanente en el extranjero.” 

Los honorarios y otras retribuciones análogas percibidas por los consejeros o 
administradores incluyen las retribuciones en especie. Señalan los comentarios 
del MCOCDE ejemplos tales como, opciones sobre acciones, el uso de una 
vivienda o un automóvil, seguros médicos o de vida y pertenencia a 
asociaciones recreativas. 

Concretamente y por lo que se refiere a la renta en especie derivada de las 
opciones sobre acciones o “stock options” y el momento de su devengo, los 
comentarios del MCOCDE a este artículo, apartado 3.1, en línea con los 
comentarios del artículo 15, precisa que: 

-Procede distinguir la renta o beneficio obtenido procedente de la opción 
propiamente dicha que, hasta tanto se ejerza, transmita o enajene de cualquier 
otro modo (por ejemplo, por cancelación o adquisición por la sociedad o por el 
emisor), le resulta de aplicación este artículo y no el artículo 13 (ganancias de 
capital) y  las ganancias posteriores que perciba el miembro del consejo de 
administración en su condición de inversor-accionista, derivadas de las 
acciones adquiridas después de ejercitar la opción que estarán comprendidas 
en el ámbito del artículo 13.  

- El derecho del Estado de residencia de la entidad de gravar la parte del 
beneficio derivado de la opción percibida en su día por un miembro del consejo 
de administración o similar, existe incluso si el impuesto resulta exigible en un 
momento posterior, cuando esa persona no es ya miembro de ese consejo de 
administración o similar.  
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La legislación mercantil de los distintos Estados, pueden establecer otros 
órganos de representación y control. Se señala en los comentarios al artículo 
que los Estados contratantes puedan incluir, en sus convenios bilaterales, 
disposiciones para dar el mismo trato a otros órganos societarios con funciones 
similares a las de los consejos de administración que existan en sus 
normativas. 

1.2. RÉGIMEN FISCAL. 
1.2.1 Criterio de sujeción 

El criterio de sujeción para este tipo de rentas es la residencia en España de la 
entidad. Así dispone la letra e) del artículo 13.1 del TRLIRNR que son rentas 
obtenidas en España las remuneraciones que percibe un no residente en 
calidad de administrador o consejero de una entidad residente en territorio 
español. 

Utilizar como criterio de sujeción la residencia de la entidad evita posibles 
conflictos de localización del lugar de obtención de la renta. Resulta indiferente 
el lugar en que se reúna el Consejo de Administración o el lugar desde el que 
se ejerzan las funciones del consejero o administrador. En los comentarios al 
MCOCDE se señala que   

“Dado que a veces puede ser difícil determinar dónde se prestan los 
servicios, la disposición los trata como servicios prestados en el Estado 
de residencia de la sociedad considerada.” 

Las retribuciones pueden ser dinerarias y en especie en cuyo caso para su 
valoración se estará a lo dispuesto en la normativa del IRPF, artículos 42 y 43 
de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre.  

En cuanto a su valoración a efectos de precios de transferencia, hay que tener 
en que cuenta que la entidad y sus consejeros o administradores son personas 
o entidades vinculadas y, por lo tanto, las operaciones realizadas entre ellos 
quedarían sometidas al régimen de valoración de las operaciones vinculadas. 
No obstante, el artículo 18.2 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, letra b), 
después de declarar tal vinculación excluye la aplicación de este régimen a las 
retribuciones que perciben los consejeros o administradores en el ejercicio de 
sus funciones. Dicho apartado dispone: 

“2. Se considerarán personas o entidades vinculadas las siguientes: 

a) … 

b) Una entidad y sus consejeros o administradores, salvo en lo 
correspondiente a la retribución por el ejercicio de sus funciones.” 

El artículo 13.1.e) sujeta a gravamen las retribuciones percibidas tanto por una 
persona física como jurídica en su condición de miembro del consejo de 
administración. Evidentemente, si se trata de una persona jurídica, ésta será 
representada por una persona física, lo que conduce a plantearse si la 
remuneración percibida por la persona física en la prestación de representación 
queda subsumida o no en lo dispuesto en la letra b) del artículo 18.2 de la LIS, 
es decir, si constituye o no una operación vinculada.  

Esta cuestión ya ha sido resuelta por el TEAC en resolución de 23-03-2024 y 
de 24/09/2024, esta última dictada en unificación de criterio, declarando que la 
relación que existe entre la persona física y la “persona jurídica-
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administradora”, en lo que corresponde al nombramiento como representante 
de la persona física, no queda subsumida en las funciones que ejerce como 
administradora o miembro del Consejo de Administración la “persona jurídica-
administradora” y, por lo tanto, se trata de una operación diferente que debe 
valorarse, si existe vinculación entre ambas, por su valor de mercado de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 18 de la LIS.  

En relación con la valoración de esta operación de representación el TEAC 
consideraba que la retribución percibida por la persona jurídica administradora 
no era un precio libre comparable que pudiera aplicarse a los servicios de 
representación de la persona física.  Este criterio, sin embargo, ha sido 
modificado en dos resoluciones del TEAC, ambas de fecha 22-05-2025 en las 
que se declara que la retribución pagada por la entidad a la sociedad por 
asistencia al Consejo de Administración es un valor adecuado a efectos del 
método del precio libre comparable del artículo 18.4.a) de la LIS respecto a la 
operación vinculada entre la sociedad consejera y el administrador persona 
física que asiste a los Consejos de Administración. 

Se señala en estas recientes resoluciones que  “la razón del cambio de criterio 
es que, como se ha señalado, el artículo 18.2.b) de la LIS excluye que la 
vinculación se aplique a una entidad y sus consejeros y administradores 
precisamente en lo correspondiente a la retribución por el ejercicio de sus 
funciones, por lo que la retribución pagada por una entidad a otra entidad 
administradora no es una operación vinculada y, por tanto, existe 
independencia o ajenidad reconocida legalmente respecto a dicha operación al 
excluirla del ámbito de las operaciones vinculadas. Por ello, puede utilizarse 
para valorar la operación vinculada entre una persona física y la sociedad 
administradora, siendo dicha persona física administrador o consejero de la 
sociedad administradora” 

1.2.2  Deuda tributaria 

Se trata de rentas no afectadas por ninguna de las exenciones del artículo 14 
del IRNR. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24, apartados 1 y 6, la base 
imponible, siguiendo el criterio general de las rentas obtenidas en España por 
un no residente, está constituida por su importe íntegro sin deducción de 
gastos salvo que se trate de un residente en la Unión Europea (en adelante 
UE) o países del Espacio Económico Europeo (en adelante EEE) con efectivo 
intercambio de información, en cuyo caso, se admitirá la deducción de los 
gastos que tengan un vínculo económico directo e indisociable con la renta 
obtenida.  

El tipo de gravamen aplicable es del 24% salvo que se trate de residentes en la 
UE o EEE con efectivo intercambio de información, en cuyo caso el tipo de 
gravamen es del 19%.  

La entidad pagadora queda obligada a practicar la correspondiente retención a 
cuenta del IRNR según dichos tipos de gravamen, no resultando de aplicación 
el tipo de retención específico previsto en el artículo 101.2 de la Ley de IRPF 
para esta categoría de rentas. 

1.3. Convenios de Doble Imposición.  
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1.3.1  Reparto de la potestad tributaria 

El artículo 16 sigue el principio de potestad tributaria compartida, de tal manera 
que las rentas de esta naturaleza pueden ser objeto de gravamen en ambos 
Estados, el país de residencia del perceptor y el país en que tenga su 
residencia la sociedad de la que se es consejero. La tributación compartida 
conlleva la eliminación de la doble imposición internacional por parte del Estado 
de residencia. 

Tal y como se ha señalado anteriormente, la atribución de la potestad de 
gravamen la tiene el país de residencia de la entidad con independencia del 
lugar en que se reúna su Consejo de Administración o del lugar desde el que 
se presten los servicios los consejeros o administradores. 

1.3.2.  Particularidades de los Convenios  

Las especialidades que presentan los convenios suscritos por España respecto 
del MCOCDE no afectan, en general, a la atribución de la potestad tributaria de 
forma compartida entre el país de residencia del consejero y el país de 
residencia de la entidad de la que se es consejero, sino que se refieren al 
perímetro de las rentas a incluir en este artículo o a la condición de su 
perceptor. 

Así, por ejemplo, en el Protocolo del CDI suscrito con Francia, se excluye del 
ámbito de aplicación de este artículo, a las personas jurídicas por su condición 
de administrador que no sean sociedades anónimas sujetas al Impuesto sobre 
Sociedades. Otros convenios, como el de México o Argentina, amplían su 
aplicación a los honorarios de los directores, administradores o comisarios y 
otros, como el de Ecuador, Panamá o Países Bajos hacen referencia a rentas 
obtenidas “por órganos similares a los consejos.” 

Como supuesto excepcional de potestad tributaria compartida, el CDI con 
Austria asigna de forma exclusiva la potestad tributaria al país de residencia de 
la sociedad, de tal manera que el país de residencia del consejero no la puede 
gravar, aunque sí permite tenerla en cuenta a efectos de calcular el tipo de 
gravamen progresivo del impuesto sobre la renta. 

 
2. PENSIONES 

2.1. CONCEPTO 

Se consideran pensiones o prestaciones similares, las remuneraciones 
pagadas a una persona física que traen causa en un empleo ejercido con 
anterioridad. 

El artículo 13.1.d) del TRLIRNR dispone que  

“Se consideran pensiones las remuneraciones satisfechas por razón 
de un empleo anterior, con independencia de que se perciban por el 
propio trabajador u otra persona. 

Se consideran prestaciones similares, en particular, las previstas en 
el artículo 16.2.a) y f) del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
3/2004, de 5 de marzo.”2 

 
2 Actualmente remisión al artículo 17.2. a) y f) de la Ley 35/2006 del IRPF 
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El MCOCDE contemplan esta categoría de renta en dos artículos, el artículo 18 
y el artículo 19.2, separando las pensiones según deriven de un empleo 
privado o de un empleo público, tal distinción no se contiene en el IRNR. 

El artículo 18 del MCOCDE bajo el título PENSIONES dispone: 

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 19, las 
pensiones y otras retribuciones análogas pagadas a un residente de un 
Estado contratante por razón de un empleo anterior serán gravables 
exclusivamente en ese Estado.” 

El apartado 2 del artículo 19 bajo el título “RETRIBUCIONES PUBLICAS” del 
MCOCDE dispone: 

 “a) No obstante lo dispuesto en el apartado 1, las pensiones y 
otras retribuciones análogas pagadas a una persona física por un 
Estado contratante, una de sus subdivisiones políticas o entidades 
locales, bien directamente o con cargo a fondos constituidos, por los 
servicios prestados a ese Estado, subdivisión o entidad, serán gravables 
exclusivamente en ese Estado. 

b) Sin embargo, dichas pensiones y otras retribuciones análogas 
serán gravables exclusivamente en el otro Estado contratante cuando la 
persona física sea residente y nacional de ese Estado.” 

En principio. el concepto de “pensión”, tanto revista la condición de pensión 
pública o privada, es similar en la normativa doméstica y en la convenida, se 
trata de prestaciones que derivan de un empleo anterior y que pueden ser 
percibidas por el propio trabajador o por otra persona como beneficiario. 

Pese a dicha afirmación, la realidad es que sí existen asimetrías entre el 
concepto de pensión del MCOCDE y el de la normativa española de no 
residentes por lo que se refiere a la definición de “prestaciones similares” que 
incluye, según los supuestos enumerados en el artículo 17.2. de la LIRPF, al 
que remite el tercer párrafo del artículo 13.1.d) del TRLIRNR, prestaciones que 
no traen causa en un empleo anterior. 

Así, por ejemplo, no se consideran incluidos en el artículo 18 del MCOCDE los 
pagos a los trabajadores autónomos o profesionales independientes por parte 
de la Seguridad Social o los procedentes de una mutualidad de previsión social 
o plan de pensiones, los pagos de la Seguridad Social por causa de 
enfermedad o accidente, las pensiones compensatorias percibidas por un 
cónyuge o las anualidades de alimentos de los hijos. Estas prestaciones, al no 
tener cabida en el concepto de “pensión” según los convenios, caerán en el 
ámbito de aplicación del artículo 21 “Otras rentas”. 

Sin embargo, no todos los CDI suscritos siguen este criterio de amparar sólo 
las pensiones que tienen origen en un empleo anterior y se alinean con la 
normativa interna española. Así, por ejemplo, el CDI con Alemania omite toda 
referencia a dicha procedencia laboral, y engloba dentro del artículo 17 –
PENSIONES Y ANUALIDADES- “las pensiones, anualidades y 

remuneraciones análogas procedentes de un Estado contratante y pagadas 

a un residente del otro Estado contratante…” 

La DGT en la CV0168-25 de fecha 13/02/2025 después de señalar que el 
artículo 17 del Convenio resulta de aplicación aun cuando las prestaciones del 
plan de pensiones se vayan a percibir por persona distinta del partícipe, precisa 
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que en la aplicación del Convenio con Alemania no procede tener en cuenta lo 
dispuesto en el párrafo 3 de los comentarios al artículo 18 del Modelo de 
Convenio de la OCDE (versión 2017), que dispone “3. Los tipos de pagos 
comprendidos en el artículo no incluyen solamente las pensiones pagadas 
directamente a antiguos empleados, sino también a otros beneficiarios (por 
ejemplo, cónyuge supérstite, pareja o hijos del empleado) y otras retribuciones 
análogas...” porque el artículo 17 de este Convenio comprende las pensiones, 
anualidades y remuneraciones análogas de todo tipo, esto es, deriven o no de 
un empleo anterior. 

Otra de las cuestiones que surge en el ámbito de aplicación de un convenio es 
determinar si la pensión tiene naturaleza privada o naturaleza pública. Calificar 
una pensión de privada o de pública, tiene una gran transcendencia ya que el 
criterio de reparto de la potestad tributaria de los Estado va a ser diferente. Con 
carácter general, las pensiones privadas se gravan exclusivamente en el país 
de residencia del pensionista o beneficiario, por el contrario, en el caso de las 
pensiones públicas, la potestad de gravamen se confiere en exclusiva al 
Estado del que proceden las pensiones. Esta distinción entre pensión pública o 
privada será indiferente a efectos de la normativa interna, la letra d) del artículo 
13.1. que resulta aplicable a todas las pensiones. 

Considerar que una pensión se encuentra dentro del ámbito de aplicación del 
artículo 18 o del artículo 19.2, no depende de la condición de “entidad privada” 
o de “entidad pública” del pagador, sino de la entidad a quien se han prestado 
los servicios y que ha generado el derecho a la pensión. Las pensiones 
pagadas por la Seguridad Social o por algún sistema público análogo no 
determina que la pensión deba ser calificada de pública, ello va a depender del 
empleo del que deriven. Esta interpretación queda clara en los Comentarios al 
artículo 18 que contienen un epígrafe “Cuestiones relativas a los sistemas 
reglamentarios de seguridad social” –párrafos 24 a 28- en donde se declara 
que los pagos de la seguridad social pueden subsumirse en el artículo 18 o en 
el artículo 19.2 atendiendo al trabajo del que deriven. Aquellos Estados que 
internamente califiquen las pensiones pagadas por la seguridad social como 
públicas y pretendan su gravamen en la fuente, deberán introducir en sus 
convenios bilaterales un segundo apartado al artículo 18 que atribuya al país 
de la fuente la potestad de gravamen de las pensiones y otros pagos 
efectuados por la seguridad social del Estado. 

 No todos los pagos que pueda realizar la seguridad social quedan amparados 
por el artículo 18 o por el artículo 19.2 del MCOCDE ya que, tal y como se ha 
señalado, el requisito esencial para su aplicación es que la pensión y/o “pagos 
similares”- estén vinculados a un empleo anterior, sean percibidos por el propio 
empleado o por sus beneficiarios (cónyuge, hijos…), y sea la prestación única o 
periódica. En el comentario nº 26 se señala que los pagos de la seguridad 
social no comprendidos en los artículos 18 o 19 (por no estar vinculados a un 
empleo)  entran en el ámbito del artículo 21, como sería el caso de los pagos 
efectuados a los trabajadores por cuenta propia, las pensiones no contributivas 
pagadas por razón de edad o de discapacidad u otros pagos cuya percepción 
no está vinculada a un empleo anterior ni a factores ligados a un empleo 
anterior, como serían los años de trabajo o las cotizaciones efectuadas durante 
la vida laboral.  
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En sentido contrario, habrá que tener en cuenta que no todo pago que perciba 
un trabajador con motivo de la finalización del empleo debe ser calificada de 
pago cubierto por el artículo 18 ya que tales pagos pueden dar lugar a un tipo 
de renta propio del artículo 15 como pueden ser los “finiquitos”. Cuestión 
determinante a estos efectos es analizar si la renta percibida trae causa en la 
jubilación, muerte o invalidez del trabajador. La Resolución del TEAC de 
28.03.2023, considera como renta del trabajo y no como pensión la 
remuneración acordada y percibida por un no residente con motivo de 
una prejubilación, declarando que, a efectos de convenio,  “las remuneraciones 
que le satisface la empresa española como compensación indemnizatoria y las 
aportaciones de su entidad pagadora a su Plan de Pensiones, desde el 
momento de su desvinculación con la entidad empleadora hasta cumplir los 65 
años de edad, derivan de su actividad laboral en España y, por lo mismo, se 
entienden obtenidas en España, pudiendo someterse a imposición en España”. 

2.2. RÉGIMEN FISCAL  

2.2.1. Criterio de sujeción 

Según lo dispuesto en el artículo 13.1.d) del TRLIRNR son dos los criterios de 
sujeción en España para las pensiones y demás prestaciones similares, que el 
trabajo se haya prestado en España o que el pagador de la pensión sea un 
residente. Este doble criterio puede dar lugar, en ausencia de CDI, a que un 
pensionista pueda llegar a ser gravado por tres Estados diferentes, el Estado 
de residencia del pensionista, el Estado en que prestó el trabajo y el Estado en 
donde reside el pagador. 

2.2.2. Deuda tributaria 

Desde el punto de vista del gravamen en España es de gran importancia la 
calificación de la prestación como “pensión” o “prestación similar” ya que tal 
calificación va a determinar las exenciones que resultan aplicables y el tipo de 
gravamen al que quedan sujetas. 

En materia de exenciones, habrá que tener en cuenta aquellas a que se refiere 
la ley del IRPF u otra normativa especial ya que el artículo 14.1 a) del 
TRLIRNR declara exentas “Las rentas mencionadas en el artículo 7 y los 
rendimientos del trabajo en especie mencionados en el apartado 3 del artículo 
42 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre 
Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, percibidas 
por personas físicas, así como las prestaciones por razón de necesidad 
reconocidas al amparo del Real Decreto 8/2008, de 11 de enero, por el que se 
regula la prestación por razón de necesidad a favor de los españoles 
residentes en el exterior y retornados” 

La base imponible, sigue el criterio general de las rentas obtenidas en España 
por un no residente, por lo que estará constituida por su importe íntegro sin 
deducción de gastos salvo que se trate de un residente en la UE o países del 
EEE con intercambio de información, en cuyo caso podrá aplicar lo dispuesto 
en el apartado 6 del artículo 24 del TRLIRNR.  

En cuanto al tipo de gravamen, las pensiones quedan sujetas a la siguiente 
escala de gravamen dividida en tres tramos según dispone el artículo 25.1.b) 
del TRLIRNR: 
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Importe anual pensión 
Hasta euros 

Cuota-Euros Resto pensión 
Hasta euros 

Tipo aplicable 
Porcentaje 

0 0 12.000 8 

12.000 960 6.700 30 

18.700 2.970 En adelante 40 

La escala anterior es aplicable tanto a las pensiones públicas como privadas, a 
beneficiarios de mutualidades de funcionarios, colegios de huérfanos, 
beneficiarios de planes de pensiones; beneficiarios de contratos de seguros 
con mutualidades de previsión social; beneficiarios de contratos de seguro 
colectivo por jubilación e invalidez y a todas las restantes prestaciones 
similares previstas en la LIRPF (planes de previsión, pensiones 
compensatorias, etc.). 

La entidad pagadora queda obligada a practicar la correspondiente retención a 
cuenta del IRNR según dichos tipos de gravamen. 

2.3. CONVENIOS DE DOBLE IMPOSICIÓN 

2.3.1. Pensiones privadas 

El artículo 18 del MCOCDE atribuye la potestad de gravamen en exclusiva al 
país de residencia del perceptor. 

Este criterio de tributación exclusiva en residencia conlleva un perjuicio en el 
caso en que el otro Estado, del que procede el pago de la pensión, por motivos 
de política tributaria haya otorgado un tratamiento fiscal favorable a las 
contribuciones a los sistemas de previsión de empleo, como por ejemplo la 
deducción de las cotizaciones o aportaciones durante la vida laboral y que 
esperaba recuperar en el momento del cobro de la pensión. 

Tal cuestión es objeto de una especial consideración en los comentarios al 
MCOCDE, así se dice que aquellos Estados que sean reacios a adoptar el 
principio de tributación exclusiva en residencia de las pensiones acuerden de 
forma bilateral otras alternativas introduciendo cláusulas que atribuyan al 
Estado de la fuente la potestad de gravamen de forma exclusiva o compartida 
ilimitada o limitadamente o la previsión de permitir la tributación en la fuente de 
las pensiones sólo cuando el Estado de residencia no las grave. No obstante, 
señalan los comentarios que, a la hora de valorar la oportunidad de estas 
disposiciones, se deben tenerse en cuenta ciertas consideraciones de índole 
política y administrativa, tales como que el Estado de residencia se halla en 
mejores condiciones para gravar convenientemente las pensiones, ya que le es 
más fácil tener en cuenta la renta mundial, y, por ende, la capacidad 
contributiva general del perceptor, de modo que puede aplicar los tipos y las 
deducciones personales que resulten apropiados y, por el contrario, la 
tributación en la fuente de las pensiones puede dar como resultado un exceso 
de gravamen cuando el Estado de la fuente exija una retención final sobre el 
importe bruto pagado, a no ser que por normativa interna se admita la 
aplicación de deducciones personales a los no residentes que obtengan la casi 
totalidad de su renta del estado de la fuente. 

La interpretación del alcance del término “procedente de” un Estado contratante 
puede ser confusa ya que puede entenderse referida al lugar en que está 



11 
 

establecido el fondo que paga la pensión o al Estado donde se ha ejercido el 
trabajo. 

2.3.2 Pensiones públicas 

El artículo 19.2 del MCOCDE, a diferencia del artículo 18, atribuye en exclusiva 
la potestad de gravamen al país pagador. Se trata de pensiones satisfechas 
por un Estado o una de sus subdivisiones políticas, bien directamente o con 
cargo a fondos constituidos a su cargo, por los servicios prestados a ese 
Estado o a una de sus subdivisiones o autoridades locales,  

El elemento que determina la inclusión de la pensión o prestación similar en el 
artículo 19 “Retribuciones públicas” no es que el pagador sea un ente público, 
sino que traigan causa en servicios prestados al Estado o a algunas de sus 
Subdivisiones políticas. 

La atribución de la potestad tributaria en exclusiva al Estado para el que se han 
prestado los servicios no opera en los casos en que el perceptor es residente y 
nacional del otro Estado, en cuyo caso sigue la norma general del artículo 18 
del MCOCDE, tributación exclusiva en país de residencia. 

Los criterios y comentarios, señalados anteriormente en relación con la 
aplicación del artículo 18, son trasladables al ámbito de aplicación de las 
pensiones “públicas” del artículo 19.2. Adicionalmente, en relación con las 
pensiones públicas procede tener en cuenta las siguientes precisiones 
incluidas en los comentarios a este último artículo: 

1.El pago de las pensiones, no directamente por el Estado o Subdivisión 
política, sino por fondos administrados de forma privada no impide su 
calificación de “pensión pública” haciendo especial referencia a los sistemas de 
previsión social constituidos para el pago de las pensiones a los funcionarios. 

2. Si una misma pensión deriva de un empleo público y de un empleo privado 
habiéndose producido un traslado de los fondos de un sistema a otro, se estará 
al sistema que en última instancia soporta el pago de la pensión, sin perjuicio 
de los Estados puedan acordar su prorrateo en función de la fuente que ha 
generado el derecho a la pensión. 

2.3.3. Especialidades de los Convenios 

Distintos convenios suscritos por España se separan del concepto de “pensión” 
del artículo 18 del MCOCDE, es decir, la que deriva de un empleo ejercido con 
anterioridad, o de la distinción entre pensión pública o privada, o del modo en 
que estos artículos realizan el reparto de la potestad tributaria. También 
algunos CDI han introducido especialidades concretas en relación con las 
pensiones pagadas por la Seguridad Social. 

Convenios que aplican el artículo 18 del MCOCDE a todo tipo de pensiones 
cualquiera que sea el origen de la misma es el CDI con Alemania al que se 
refiere la CV de la DGT mencionada anteriormente, o también los CDI con 
Argentina, Australia, Canadá, Chile, Marruecos y Noruega. 

Otros convenios no diferencian entre pensiones privadas y públicas, esto evita 
el trato discriminatorio provocado por el MCOCDE. Sería el caso del CDI con 
Canadá que, aparte de no diferenciar a las pensiones por su naturaleza pública 
o privada y no vincular la pensión a que ésta derive de un empleo anterior, 
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incluye de forma explícita a las pensiones alimenticias y pagos similares. El 
CDI con Alemania además se separa del criterio de tributación exclusiva en 
residencia y establece la tributación compartida por ambos países, si bien, 
respecto de las pensiones pagadas por la Seguridad Social de un Estado a un 
residente del otro Estado se acuerda la exención en el Estado de la fuente 
siempre que también estén exentas en el país de residencia. 

Otros convenios que recogen singularidades en relación con las pensiones 
pagadas por la Seguridad Social son, entre otros, el CDI con Luxemburgo y el 
CDI con Suecia que establecen el principio de potestad tributaria compartida. 
También el CDI con los EE. UU. impone tal tributación compartida y, además 
de las pensiones que derivan de un empleo anterior, el artículo es aplicable a 
las pensiones alimenticias y ayudas por hijos. Otros CDI, como el de Filipinas o 
Indonesia, establecen la tributación exclusiva en fuente de las pensiones 

pagadas por la Seguridad Social. 

Excepcional resulta también el CDI con Brasil que limita el principio de 
tributación exclusiva de las pensiones en el país de residencia a un importe 
máximo anual de 3.000 $US, pudiendo el exceso ser gravado por ambos 
Estados. 

Por último, hay que señalar que, precisamente, el hecho de que el CDI suscrito 
entre España y Dinamarca atribuyera la potestad de gravamen en exclusiva al 
país de residencia siguiendo el MCOCDE, impidiendo a Dinamarca gravar a 
pensionistas daneses que trasladaban su residencia a España, provocó la 
denuncia del convenio fiscal por parte de Dinamarca en 2008. 

 
3. RETRIBUCIONES PUBLICAS 

3.1. CONCEPTO 

En la misma línea señalada para las pensiones públicas en el epígrafe anterior, 
los rendimientos del trabajo percibidos por los funcionarios o empleados 
públicos son objeto de una consideración individualizada en el MCOCDE, se 
trata también del mismo artículo 19, que bajo el título de “Función Pública” 
contempla en su apartado 1 que 

“Los sueldos, salarios y otras retribuciones análogas pagadas por un 
Estado contratante o por una de sus subdivisiones políticas o entidades 
locales a una persona física por los servicios prestados a ese Estado, 
subdivisión o entidad,..” 

Los pagos a que se refiere el presente artículo en su apartado 1 son 
rendimientos del trabajo dependiente y su tratamiento diferenciado respecto del 
artículo 15 del MCOCDE, no es otra que la de otorgar, en base al principio de 
cortesía internacional, la potestad de gravamen en exclusiva al Estado pagador 
para el que se desarrolla la función pública. Desde el punto de vista conceptual, 
no existe diferencia respecto a la tipología de la renta obtenida, son 
rendimientos del trabajo dependiente y, por lo tanto, debe existir una relación 
laboral con el empleado o funcionario público, no siendo de aplicación a rentas 
que deriven de la prestación de servicios independientes que quedan sujetas a 
las disposiciones del artículo 7 del MCOCDE (versión actual) o, en su caso, del 
artículo 14 según las versiones anteriores del MCOCDE. 
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No se incluyen tampoco en el ámbito de aplicación de este artículo los 
empleados de una Administración pública en el desarrollo por ésta de una 
actividad económica. Así, el apartado 3 del artículo 19 señala lo siguiente: 

“3. Lo dispuesto en los artículos 15, 16, 17 y 18 se aplica a los sueldos, 
salarios, pensiones y otras retribuciones análogas, pagados por los 
servicios prestados en relación con una actividad económica realizada 
por un Estado contratante o por una de sus subdivisiones políticas o 
entidades locales.” 

A este criterio de exclusión, no compartido por algunos los Estados, se refieren 
los comentarios a este artículo –com.6- donde se señala la posibilidad de que 
los estados en sus negociaciones bilaterales no incluyan el apartado 3, 
resultando aplicable el artículo 19 a los trabajadores que presten servicios a un 
ente público en relación con una actividad económica, o mantenerlo 
especificando que no se aplique en el caso de ciertos organismos o entidades 
públicos, como pueden ser los ferrocarriles del Estado, los servicios postales, 
teatros nacionales, etc., aun cuando pueda considerarse que los mismos 
constituyen actividades económicas. 

3.2. RÉGIMEN FISCAL 
3.2.1. Criterio de sujeción  

Los sueldos, salarios y otras retribuciones análogas pagadas por un Estado 
contratante o por una de sus subdivisiones políticas o entidades locales a una 
persona física por los servicios prestados a ese Estado, subdivisión o entidad 
constituyen rentas del trabajo y a ellas se refiere la letra c) del apartado 1 del 
artículo 13 del TRLIRNR, que dispone que son rentas obtenidas en territorio 
español: 

“c) Los rendimientos del trabajo: 

1.º …. 

2.º Cuando se trate de retribuciones públicas satisfechas por la 
Administración española.” 

Es decir, las retribuciones públicas se clasifican, a efectos de la normativa de 
interna de no residentes, como rendimientos del trabajo y se establece como 
criterio de sujeción el criterio del pago. No obstante, el último párrafo de la letra 
c) precisa que no se consideran rentas del trabajo obtenidas en España, las 
retribuciones satisfechas por la Administración española cuando, el trabajo se 
preste íntegramente en el extranjero y, tales rendimientos estén sujetos a un 
impuesto de naturaleza personal en el extranjero.  

Sin perjuicio de lo anterior y, por supuesto, de lo que pueda disponer el 
convenio fiscal que resulte aplicable, el régimen de tributación de estas rentas 
se puede ver alterado por el juego del “estatuto especial de residencia” que 
afecta a aquellos empleados públicos que, siendo residentes en el extranjero, 
desarrollan su función en las Embajadas o Consulados, a los que resultará de 
aplicación los criterios de sujeción especial previstos en la normativa del IRPF 
y, en su caso, la disposición especial que contienen los convenios, objeto de 
análisis al final del presente epígrafe, relativo a miembros de las misiones 
diplomáticas o de las oficinas consulares. 

3.2.2. Deuda tributaria. 
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Las retribuciones públicas, en cuanto rendimientos del trabajo, se pueden ver 
afectadas por algunas de las exenciones recogidas en el artículo 14 del 
TRLIRNR para rendimientos procedentes del trabajo. 

La cuantificación de la base imponible sigue las normas generales, esto es 
tributación por cuantías íntegras sin deducción de gastos, salvo que se trate de 
residentes en países de la UE o del EEE con efectivo intercambio de 
información en cuyo caso se admite la deducción de los gastos relacionados 
directamente con un vínculo indisociable con los rendimientos del trabajo. En 
caso de retribuciones en especie se realizará su valoración conforme a la 
normativa del IRPF. 

El tipo de gravamen será el del 19% si se trata de residentes en UE o EEE con 
efectivo intercambio de información, salvo el supuesto especial del tipo 
reducido del 8% previsto en el artículo 25.c) del TRLIRNR que dispone: 

“c) Los rendimientos del trabajo de personas físicas no residentes en 
territorio español, siempre que no sean contribuyentes por el Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, que presten sus servicios en 
misiones diplomáticas y representaciones consulares de España en el 
extranjero, cuando no proceda la aplicación de normas específicas 
derivadas de los tratados internacionales en los que España sea parte, 
se gravarán al 8 por ciento” 

En materia de retenciones existe una norma específica, el artículo 31.1 que 
dispone  

“En ningún caso estarán obligadas a practicar retención o ingreso a 
cuenta las misiones diplomáticas u oficinas consulares en España de 
Estados extranjeros.” 

3.3. CONVENIOS DE DOBLE IMPOSICIÓN 

3.3.1. Reparto de la potestad tributaria 

El artículo 19.1 del MCOCDE establece el principio de tributación en exclusiva 
en el Estado pagador y, por lo tanto, se separa de las pautas marcadas para 
las rentas del trabajo del artículo 15 del MCOCDE, dicho criterio trae su causa 
en el respeto a las reglas de la cortesía internacional entre Estados soberanos.  

“1. 

a) Los sueldos, salarios y otras retribuciones análogas pagadas por, 
subdivisión o entidad, serán gravables exclusivamente en ese Estado. 

Como excepción a dicho principio, hay que tener en cuenta lo dispuesto en la 
letra b) del apartado 1, que supone que, si el “empleado público” presta su 
trabajo en el otro país y es residente de este otro país, la potestad de 
gravamen se concede en exclusiva a este Estado, el de residencia. Pero tal 
potestad de gravamen está condicionada a que el empleado público sea 
también nacional del Estado de residencia o que la residencia no haya sido 
adquirida exclusivamente como consecuencia del trabajo realizado. 

Respecto a esta cuestión, motivo del cambio de residencia, la CV 3276-23 de 
21 de diciembre contempla el supuesto de una mujer de nacionalidad 
singapurense que se trasladó a España junto con su cónyuge en mayo de 2022 
y en 2023 pasa a ocupar un puesto en España como funcionaria pública del 
Ministerio de Educación de Singapur. La Dirección General de Tributos declaró 
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que la renta quedaba sujeta a tributación en España por aplicación del 
apartado 2 del artículo 18 del CDI con Singapur ya que la residencia no había 
sido adquirida para prestar los servicios a la embajada. En esta misma línea se 
pronuncia la Consulta V0696-18 de 15 de marzo, la DGT relativa a una persona 
de nacionalidad portuguesa que, siendo residente en España, pasó a prestar 
servicios en la embajada de Portugal en España. 

3.3.2. Especialidades de los Convenios 

Algunos convenios han ampliado el ámbito subjetivo y/u objetivo de aplicación 
del artículo según redacción contenida en el MCOCDE, como por ejemplo el 
CDI con Suiza y también el CDI con Francia en los que se mencionan, 
expresamente, las retribuciones pagadas por un organismo autónomo o 

persona jurídica de derecho público. El CDI con Suiza, además, no incorpora 
el apartado 3 del artículo 19 del MCOCDE por lo que se aplica aún y cuando la 
actividad del “ente público” pagador sea de naturaleza económica. 

En relación con un residente en Francia, la consulta de la DGT nº 0594-01 de 
21 de marzo de 2001 señala, en base al acuerdo firmado entre las 
Administraciones de España y Francia, de 29 de octubre de 1999, relativo a la 
interpretación del artículo 19 del Convenio, que éste resulta aplicable a las 
contraprestaciones que perciban las personas de nacionalidad francesa 
contratadas por el Liceo Francés de Madrid. 

Otros convenios condicionan la aplicación del criterio de tributación exclusiva 
en fuente a que el empleado sea también nacional del Estado/Administración 
Pública al que presta sus servicios, imponiendo el criterio de tributación 
compartida en caso contrario.  

3.4 Miembros de misiones diplomáticas y de oficinas consulares  

A efectos de la tributación de las retribuciones satisfechas por un Estado o por 
algunas de sus subdivisiones políticas a  empleados públicos residentes en el 
extranjero, procede tener en cuenta lo dispuesto en el artículo 10 de la LIRPF, 
tributación en España por renta mundial, es decir por el IRPF, de los nacionales 
españoles y su familia que, como funcionarios o como titulares de cargo o 
empleo oficial, desempeñan su trabajo en el extranjero, y viceversa, a 
condición de reciprocidad, y la disposición especial del MCOCDE, el artículo 28 
(versión 2017), que declara que las disposiciones del convenio no afectarán a 
los privilegios fiscales conferidos a los miembros de las misiones diplomáticas o 
de las oficinas consulares conforme a los principios generales del derecho 
internacional o en virtud de las disposiciones de acuerdos especiales.  

Son diversos los tratados concluidos por España con distintos organismos 
internacionales y con algunos Estados (Santa Sede, EEUU) cuyo contenido no 
es exclusivamente fiscal pero que contienen aspectos tributarios tendentes a 
facilitar la actividad del organismo en cuestión y garantizar la independencia de 
sus funcionarios y empleados (Agencia Espacial Europea, Asociación 
Internacional de Desarrollo, IATA, Banco Internacional de Desarrollo, Banco 
Mundial, la OTAN, Corporación Andina de Fomento, etc.). En este sentido, en 
virtud de lo dispuesto en el Protocolo sobre Privilegios e Inmunidades de las 
Comunidades Europeas – artículo 13 - los funcionarios españoles que, siendo 
residentes fiscales en España, entren al servicio de las Comunidades Europeas 
trasladando su residencia a otro Estado de la Comunidad, continúan teniendo 
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su residencia fiscal en España a efectos de los impuestos sobre la renta, sobre 
el patrimonio y sobre sucesiones, y de los CDI. Los sueldos, salarios y 
emolumentos abonados por las Comunidades a estos funcionarios están 
exentos del IRPF español.  
 
4. ESTUDIANTES 

4.1. CONCEPTO 

Existe un artículo específico en el MCOCDE, el artículo 20, que bajo el título de 
“Estudiantes” recoge aquellas rentas que puedan percibir los estudiantes 
desplazados a otro país para cubrir sus gastos de mantenimiento y formación.  

A tal efecto el artículo 20 del MCOCDE dispone que: 

“Las cantidades que reciba para cubrir su mantenimiento, estudios o 
formación un estudiante o una persona en prácticas que sea, o haya 
sido inmediatamente antes de llegar a un Estado contratante, 
residente del otro Estado contratante y que se encuentre en el 
Estado mencionado en primer lugar con el único fin de proseguir sus 
estudios o formación, no se someterán a imposición en ese Estado, 
siempre que procedan de fuentes situadas fuera de ese Estado.” 

El contenido de este artículo es peculiar por distintos motivos, por el tipo de 
renta a que se refiere (ámbito objetivo), por la condición y residencia de su 
perceptor (ámbito subjetivo) y por la forma en que se determina el reparto de la 
potestad tributaria entre los Estados contratantes. 

4.1.1. Ámbito objetivo 

El perímetro objetivo de estas rentas viene delimitado por la finalidad 
perseguida por el artículo, favorecer fiscalmente los desplazamientos por 
motivos de estudios, quedando por ello solamente comprendidos pagos 
restringidos a cubrir los gastos de mantenimiento, estudios o formación del 
estudiante o persona asimilada. No ampara otro tipo de rentas que el 
estudiante desplazado pueda percibir, tales como dividendos, intereses, 
ganancias de capital, etc. Tampoco quedarían incluidas en este artículo las 
remuneraciones por prestaciones de servicios, con dependencia laboral o por 
cuenta propia, aún y cuando se trate trabajos en prácticas o para adquirir 
experiencia laboral que entrarían en la órbita del artículo 15 o del artículo 7. 

A tal efecto y ante la conflictividad que esta situación puede provocar, el 
apartado 3 de los comentarios señala que, cuando la formación del perceptor 
conlleve una experiencia laboral, al objeto de diferenciar si el pago corresponde 
al mantenimiento o costes de estudios o formación o a la prestación de un 
servicio se realice una comparación de su cuantía con los pagos que recibe 
una persona en situación similar sin tener la condición de estudiante o persona 
en prácticas. Concluye este apartado 3 incluso con una limitación respecto del 
importe satisfecho ya que señala al final lo siguiente: 

“…Además, los pagos para cubrir el mantenimiento, los estudios o la 
formación no deberán exceder el nivel de gastos en los que 
previsiblemente vaya a incurrir el perceptor a tales efectos”. 

Desde el punto de vista de su tipología o clasificación en nuestra normativa 
interna, este tipo de rentas no es objeto de una consideración especial en el 
ámbito del IRNR por lo que procederá acudir, en virtud de lo dispuesto en el 
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número 3 del artículo 13 del TRLIRNR a su calificación conforme a lo dispuesto 
en la normativa del IRPF. A tal efecto, el artículo 17.2 h de la Ley de IRPF 
considera que las becas o ayudas de estudio son rendimientos del trabajo. 

En cualquier caso, sin perjuicio de tal calificación como rendimientos del 
trabajo, resultando aplicable un convenio bilateral, procederá tener en cuenta si 
los importes percibidos en concepto de “becas o ayudas de estudio” quedan 
amparadas por el tipo de pagos a que se refiere el artículo 20 del Convenio. 

4.1.2. Ámbito subjetivo 

Dos cuestiones se plantean desde el punto de vista subjetivo, la condición de la 
persona que percibe la renta, “estatuto de estudiante”, y su residencia fiscal. 

El propio título del artículo “estudiantes”, así como la referencia contenida en su 
texto “un estudiante o una persona en prácticas”, implican la exclusión del 
ámbito de aplicación a personas que no gocen de tal condición. Así, no resulta 
de aplicación este artículo a los profesores, si bien algunos CDI extienden su 
aplicación, bajo ciertas circunstancias, a los profesores visitantes, desplazados 
temporalmente por razones de docencia o investigación. 

La residencia fiscal del estudiante desplazado también es una cuestión que 
considerar. El estudiante durante el periodo en que percibe los pagos puede 
ser residente en uno u otro Estado, pero resulta necesario que, en todo caso, 
inmediatamente antes del desplazamiento haya sido residente de uno de los 
Estados, viniendo precisamente el cambio de residencia al otro Estado 
motivado por los estudios o formación a realizar en el mismo. 

Esta cuestión del cambio de residencia durante el periodo de formación dio 
lugar a controversias con la Administración, ya que ésta venía declarando que  
el estudiante, residente en España, que se desplazaba al otro país para 
continuar sus estudios o formación, no perdía su condición de residente fiscal 
en España pese a estancias que superaban los 183 días, considerando que la 
estancia en el otro país tenía la consideración de ausencias esporádicas no 
computables dada la voluntad del estudiante de retornar a España una vez 
finalizado su periodo de estudios o formación. No obstante, la utilización del 
elemento intencional del “becario” de retornar a su país, a efectos del cómputo 
de las ausencias esporádicas, fue rechazado por el Tribunal Supremo en 
sentencias dictadas en 2017 y 20183 declarando que:   

“el concepto de ausencias esporádicas debe atender exclusivamente al 
dato objetivo de la duración o intensidad de la permanencia fuera del 
territorio español, sin que para su concurrencia pueda ser vinculado a la 
presencia de un elemento volitivo o intencional que otorgue prioridad a la 
voluntad del contribuyente de establecerse de manera ocasional fuera 
del territorio español, con la clara intención de retorno al lugar de 
partida”. 

En cualquier caso, y sin perjuicio de que pueda producirse un conflicto de 
residencia que deberá ser resuelta entre los Estados al amparo de los criterios 
del artículo 4 del CDI aplicable, el estudiante debe ser o haber sido residente 
del Estado desde el que se desplaza inmediatamente antes de llegar al Estado 
contratante en donde va a cursar sus estudios o formación. 

 
3 STS 28 noviembre 2017; STS de 28 de enero de 2018  
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4.2. RÉGIMEN FISCAL  

Las rentas que percibe un estudiante no gozan de una categoría diferenciada 
en nuestra normativa interna. Sean percibidas por un estudiante residente o no 
residente, dichas rentas tendrán la consideración que se derive de su 
naturaleza económica y no de la condición “estudiantil” de su perceptor, si bien 
de forma particular, el artículo 17.2.h) de la LIRPF dispone que las becas o 
ayudas de estudio se consideran rendimientos del trabajo. 

4.2.1 Criterios de sujeción  

Las becas y ayudas de estudio serán rendimientos del trabajo que quedan 
sujetos a gravamen en España por considerar que derivan de una actividad 

personal desarrollada en territorio español. 

4.2.2. Deuda tributaria  

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 20 de los convenios, nuestra 
normativa interna contempla ciertas exenciones específicas para este tipo de 
rentas a tener en cuenta. Así, el artículo 14 del TRLIRNR contempla, para el 
caso de pagos realizados por las Administraciones públicas a personas físicas, 
la siguiente exención: 

“b) Las becas y otras cantidades percibidas por personas físicas, 
satisfechas por las Administraciones públicas, en virtud de acuerdos y 
convenios internacionales de cooperación cultural, educativa y científica 
o en virtud del plan anual de cooperación internacional aprobado en 
Consejo de Ministros.” 

Asimismo, habría que tener en cuenta la exención prevista en el artículo 7, letra 
j) de la LIRPF, por remisión realizada en la letra a) del artículo 14 del TRLIRNR, 
que declara la exención de las becas públicas, de las becas concedidas por las 
entidades sin fines lucrativos y por las fundaciones bancarias para cursar 
estudios reglados, tanto en España como en el extranjero, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan, así como las otorgadas con fines de 
investigación a los funcionarios y demás personal al servicio de las 
Administraciones públicas y al personal docente e investigador de las 
universidades. 

En cuanto a la base imponible, las rentas satisfechas sujetas y no exentas, 
sigue las normas generales, tributación por cuantías íntegras sin deducción de 
gastos, salvo que se trate de residentes en países de la UE o del EEE con 
efectivo intercambio de información en cuyo caso se admite la deducción de los 
gastos relacionados directamente con un vínculo indisociable con los 
rendimientos del trabajo.  

El tipo de gravamen será el del 19% si se trata de residentes en UE o EEE con 
efectivo intercambio de información, salvo el supuesto especial del tipo 
reducido del 8% previsto en el artículo 25.c) del TRLIRNR en caso de la 
adscripción del estudiante a servicios en misiones diplomáticas y 
representaciones consulares de España en el extranjero. 

4.3. CONVENIOS DE DOBLE IMPOSICIÓN 

4.3.1. Reparto de la potestad tributaria  
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Técnicamente, este artículo no realiza, como el resto de los artículos 
convenidos, un reparto de la potestad tributaria entre el país de la fuente y el 
país de residencia. Se trata de una “exención” impuesta al país en el que se 
desarrollan los estudios o la formación siempre que no sea el pagador de la 
renta y siempre que el estudiante sea o haya sido residente inmediatamente 
antes en el otro país. 

Ya se ha señalado en el apartado anterior, que la peculiaridad que puede 
concurrir en la residencia fiscal del estudiante, que puede ser en una primera 
etapa residente del país desde el que se desplaza y a continuación pasar a ser 
residente fiscal del otro país, puede generar cuestiones conflictivas en materia 
de residencia que, en cualquier caso, deben ser abordadas y resueltas con la 
aplicación del artículo 4 de los convenios que establece las pautas a tener en 
cuenta para resolver los supuestos de doble residencia. 

La Dirección General de Tributos (DGT) en diversas consultas vinculantes (CV) 
ha dirimido aspectos planteados tanto en relación con la residencia de los 
estudiantes desplazados como en relación a la naturaleza de la beca o ayuda 
concedida. 4 

4.3.2 Especialidades de los Convenios  

Básicamente las peculiaridades que presentan algunos convenios firmados por 
España respecto de la redacción del artículo en el MCOCDE es la utilización 
específica de términos tales como aprendices o personas en prácticas, como 
por ejemplo los CDI suscritos con Canadá, China, Chile, Colombia, Costa Rica, 
Egipto, Polonia, Suecia, Venezuela, etc. 

Algunos convenios, la obligación de dejar exentas estas rentas en el país 
receptor del estudiante, no queda condicionada a que el pago sea de fuente 
extranjera, sino que se aplica en todo caso. Otros convenios han extendido la 
exención a rendimientos del trabajo que el estudiante pueda percibir durante su 
estancia de formación (CDI con Venezuela y Portugal), y otros establecen 
límites cuantitativos sobre el importe a percibir por el estudiante o límites de 
carácter temporal de estancia del estudiante en el otro país. 

4.4. PROFESORES E INVESTIGADORES. 

Algunos convenios amplían el ámbito subjetivo de aplicación de este artículo a 
ciertas prestaciones que, con carácter ocasional o temporal, perciban los 
profesores desplazados o investigadores. 

Estos convenios que, bien contienen un artículo específico para el personal 
docente o, bien han ampliado el concepto subjetivo del artículo 20, exigen el 
cumplimiento de ciertos requisitos vinculando la exención a que el 
desplazamiento sea de carácter temporal de uno o dos años como máximo, 
que la actividad desarrollada sea de interés público la labor docente o 
investigadora para algún tipo de institución educativa oficial como una 
universidad o centro de enseñanza oficialmente reconocido. 

Como modelo tipo de disposición está, por ejemplo, el CDI con Francia que 
contiene un artículo específico separado del artículo de ESTUDIANTES y que 
dispone lo siguiente: 

 
4 CV 4742-16, de 10 de noviembre, CV 0481-16 de 8 de febrero, CV3848-15, de 2 de diciembre, CV 0633-
16, de16 de febrero.,  
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Artículo 20. Profesores e investigadores. 

Una persona física que sea residente de un Estado contratante, 
cuando comience su estancia en el otro Estado contratante y que, por 
invitación del Gobierno de este otro Estado o de una Universidad o 
centro de enseñanza oficialmente reconocido situado en él, permanezca 
en este Estado con la finalidad principal de enseñar o dedicarse a la 
investigación, o a ambas actividades, en una Universidad o centro de 
enseñanza oficialmente reconocido, solo puede someterse a imposición 
en el primer Estado por razón de las rentas que se deriven de tales 
actividades, durante un período que no exceda de dos años, contados 
desde la fecha de su llegada al otro Estado. 

Sin perjuicio de los distintos requisitos cuantitativos, cualitativos o temporales 
que recogen los convenios firmados por España, como por ejemplo, los CDI 
con Arabia, Austria, Argelia, Bolivia, Brasil, Corea, China, Dinamarca, EEUU, 
Filipinas, Hungría, Israel, Marruecos, Polonia, Portugal, Rumanía, Tailandia, 
Venezuela y Vietnam, la ausencia de una disposición de esta naturaleza en un 
convenio determina que las rentas de un profesor o investigador que se 
desplaza temporalmente al otro país, se rijan por las reglas generales y por lo 
tanto deben ser calificadas de rendimientos del trabajo, artículo 15 del 
MCOCDE, o rentas de profesionales, artículo 7 del MCOCDE, o de 
retribuciones públicas del artículo 19.1 o de otras rentas, artículo 21 del 
MCOCDE, según proceda. 

 
5. OTRAS RENTAS 
5.1. LA CLÁUSULA RESIDUAL DE LOS CONVENIOS 

Los Convenios para evitar la doble imposición tienen como objetivo la cobertura 
de todas las rentas que un contribuyente pueda obtener, estableciendo reglas 
para el reparto de la potestad tributaria entre los Estados signatarios. Dicho 
reparto se realiza en función del tipo de categoría de renta de que se trate.   

A diferencia de lo que ocurre en la normativa interna, en el ámbito de los 
convenios no todas las posibles rentas que un contribuyente obtiene se 
encuentran definidas en el ámbito de aplicación de un artículo especifico. Es 
por ello que resulta necesaria la existencia de una norma convenida de cierre 
que establezca el reparto de la potestad tributaria entre los Estados en 
ausencia de artículo aplicable. Se trata del artículo 21 del MCOCDE 
denominado “Otras rentas” que opera como una cláusula residual para todas 
aquellas rentas que no se encuentren definidas en los artículos 6 a 20 del 
MCOCDE. 

5.2. ÁMBITO OBJETIVO.  

El artículo 21 en el MCOCDE bajo el título OTRAS RENTAS, señala: 

1. “Las rentas de un residente de un Estado contratante, con 
independencia de su procedencia, no mencionadas en los anteriores 
artículos de este Convenio…” 

Desde el punto de vista de la normativa doméstica cualquier tipo de renta que 
pueda obtener un obligado tributario se encuentra clasificada o definida en 
alguna categoría de renta en función de la fuente de la que proceden, bien sea 
en el IRNR o en el IRPF. Esta clasificación, a efectos de un no residente, se 
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encuentra en el artículo 13.1 de TRIRNR que, asimismo, y como cláusula de 
cierre, establece en el apartado 3 de dicho artículo que 

“Para la calificación de los distintos conceptos de renta en función de su 
procedencia se atenderá a lo dispuesto en este artículo y, en su defecto, 
a los criterios establecidos en el texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas.” 

Dado el carácter residual del artículo 21, y sin perjuicio, de la especial mención, 
inclusión o exclusión que, de determinadas rentas, se contiene en los 
comentarios a este artículo o en algún otro, su ámbito objetivo sólo puede ser 
definido de forma negativa, “rentas no mencionadas en los anteriores artículos”. 
Determinar si una determinada categoría de renta se encuentra mencionada  
en algún otro artículo, requiere tener en cuenta, no sólo la definición directa y 
específica  que respecto de un tipo de renta contiene un artículo, sino también 
si el mismo contiene una remisión a la normativa interna del país que paga la 
renta, ya que en estos casos, aunque la renta concreta no se encuentre 
específicamente mencionada en la definición, la remisión a la normativa interna 
de nuestro país puede dar lugar a la no aplicación del artículo 21 del CDI. 

Cuestiones que puede plantear la aplicación de este artículo y que son objeto 
de consideración en los comentarios al artículo 21 del MCOCDE, son las 
siguientes: 

Su ámbito de aplicación queda restringido únicamente a las rentas/pagos 
obtenidos por una persona y que son objeto de los impuestos relacionados en 
el artículo 2 de los convenios, es decir, objeto de los impuestos sobre la renta 
y, en su caso, sobre el patrimonio.  

Existen algunas rentas que, al quedar expresamente excluidas del ámbito de 
aplicación de un determinado artículo, sólo van a tener cabida en el ámbito de 
aplicación de este artículo 21. Sería, por ejemplo, el caso de “las prestaciones 
similares a las pensiones” que no tienen cabida en el artículo 18 por no 
proceder de un empleo anterior, o los premios de lotería expresamente 
excluidos de las ganancias de capital del artículo 13 del MCOCDE según se 
declara en el párrafo 19 de los comentarios a dicho artículo. 

No obstante, la exclusión de un concepto de renta del ámbito objetivo de 
aplicación de un artículo concreto del convenio no implica que 
automáticamente resulte de aplicación el artículo 21, esto dependerá del 
posible encaje o no del tipo de renta excluido en otro artículo del convenio a 
tenor de la redacción que el convenio que resulta aplicable contenga. Así, por 
ejemplo, la parte de las rentas afectadas por el apartado 6 de los artículos 11 
(intereses) y 12 (cánones) que expresamente excluye de la aplicación de estos 
artículos al exceso pagado ante la existencia de relaciones especiales entre las 
partes, tendrá cabida en este artículo 21, salvo que, tal y como dispone dicho 
apartado 6, haya que darle otro tratamiento al amparo de la normativa interna 
de los Estados. En este sentido el artículo 18.11 de la LIS califica tal exceso 
como dividendo o ganancia de capital, según el exceso sea a favor del socio o 
de la sociedad participada. 

El ámbito del artículo no se restringe a las rentas que tengan su fuente en uno 
de los dos Estados contratantes, sino que también resulta de aplicación a las 
rentas procedentes de Estados terceros, de ahí que el texto del artículo 
contenga la expresión “…con independencia de su procedencia…·  
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La indefinición de las rentas que son objeto del presente artículo ha dado lugar 
a diversas consultas planteadas ante la Dirección General de Tributos, 
relativas, por ejemplo, a ciertas prestaciones o indemnizaciones derivadas de 
seguros privados (CV1911-04 y CV3144-13), sobre pensiones e 
indemnizaciones no vinculadas a prestaciones de trabajo (CV2095-11), o sobre 
la ganancia patrimonial derivada del abono de costas procesales (CV1010-20).  
En todas ellas se ha considerado procedente la aplicación del artículo 21 del 
CDI.  

Este artículo, en cualquier caso y así lo señalan los comentarios, no puede 
utilizarse para resolver problemas de calificación o interpretación de una renta y 
sólo ampara aquellas rentas que no encuentren ubicación en ningún otro 
artículo del Convenio. En caso de dudas o discrepancia entre los Estados o 
entre el Estado y el contribuyente sobre la naturaleza de un tipo de renta, la 
cuestión no puede resolverse aplicando el artículo 21. 

5.3. CONVENIOS INTERNACIONALES. 
5.3.1. El reparto de la potestad tributaria 
El criterio del artículo 21 del MCOCDE es la atribución en exclusiva de la 
potestad de gravamen al país de residencia, salvo que se trate de rentas 
afectas a una base fija o establecimiento permanente. 

“Artículo 21 (MCOCDE –versión de 2017-) OTRAS RENTAS 

1. Las rentas de un residente de un Estado contratante, con 
independencia de su procedencia, no mencionadas en los anteriores 
artículos de este Convenio serán gravables exclusivamente en ese 
Estado. 

2. Lo dispuesto en el apartado 1 no es aplicable a las rentas, distintas de 
las derivadas de bienes inmuebles en el sentido del apartado 2 del 
artículo 6, cuando el perceptor de dichas rentas, siendo residente de un 
Estado contratante, realice en el otro Estado contratante una actividad 
económica por medio de un establecimiento permanente situado en ese 
otro Estado y el derecho o bien por el que se pagan las rentas esté 
vinculado efectivamente a dicho establecimiento permanente. En tal 
caso son aplicables las disposiciones del artículo 7.” 

Por lo tanto, este artículo, sigue la pauta general del MOCDE, atribuyendo la 
potestad exclusiva al país de residencia salvo que se trate de una renta 
vinculada a un establecimiento permanente situado en el otro país, en cuyo 
caso, resultan aplicables las disposiciones del artículo 7 y por lo tanto el país 
en que radique el EP tendrá competencia para el gravamen de esta “otra 
renta”. 

La tributación exclusiva en el país de residencia no está condicionada a que el 
país de residencia efectivamente sujete a gravamen la “otra renta” obtenida y 
así expresamente lo señalan los comentarios al artículo precisando que, si un 
país quiere evitar esta doble no imposición, debe introducir una cláusula en 
este sentido.  

Otras rentas vinculadas a establecimientos permanentes. 

El apartado 2, en línea con el principio del artículo 7 MCOCDE, excepciona el 
principio de tributación en exclusiva en el país de residencia cuando la “otra 
renta” esté vinculada a un establecimiento permanente.  
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En estos casos y, en línea con lo que establece el artículo 7, el gravamen de 
las rentas obtenidas a través de un EP también se atribuye al Estado en que 
esté situado dicho EP. Las rentas imputables al EP, no son sólo las rentas que 
procedan del otro Estado, sino también “otras rentas” que procedan de terceros 
países. 

Este apartado 2 no es aplicable respecto de los bienes inmuebles que el EP, 
situado en un Estado contratante, tenga en el otro Estado del que es residente, 
en cuyo caso la potestad de gravamen se atribuye también al Estado en que 
esté situado el inmueble del que procede la renta. 

Precisiones a tener en cuenta según los Comentarios al apartado 2 del artículo 
21 son las siguientes: 

- Procede el gravamen por el país en que este situado el EP, aunque el 
pagador de la “otra renta” y la entidad que opera a través del EP, sean 
residentes del mismo Estado. 

- La afectación de “otras rentas” al establecimiento permanente debe 
realizarse de acuerdo con los principios desarrollados en el informe de 
Atribución de beneficios a los establecimientos permanentes. El requisito 
de que los bienes o derechos que generen esas “otras rentas” estén 
“vinculados efectivamente” al establecimiento permanente, implica algo 
más que el mero registro de los activos en los libros contables del 
establecimiento permanente 

5.3.2. Particularidades en los Convenios  

Sin perjuicio de la redacción contenida en el MCOCDE, anteriormente 
transcrita, existen convenios bilaterales suscritos por España que recogen 
disposiciones que se apartan del criterio de atribución de la potestad tributaria 
en exclusiva al país de residencia, admitiendo el principio de potestad tributaria 
compartida entre ambos Estados ya sea con carácter general, o bien, sólo en 
determinados supuestos. 

Supuestos de tributación compartida por ambos Estados, el de residencia y del 
que proceden las rentas, serían los suscritos con Argentina, Australia, Brasil, 
Canadá, Chile, Costa Rica, India, Indonesia, Malasia, México, Nueva Zelanda, 
Rusia o Tailandia. Otros como el CDI con Costa Rica sólo establece la 
tributación compartida para las ganancias obtenidas en loterías oficiales. 

Atendiendo al comentario antes señalado relativo a la posibilidad de 
condicionar la tributación de la “otra renta” en el país de residencia 
exclusivamente, el artículo 21 del CDI de Bélgica señala que “1. Las rentas de 
un residente de un Estado contratante que sean de naturaleza o procedan de 
fuentes no mencionadas en los artículos precedentes de este Convenio y que 
se hallen sujetas a imposición en ese Estado sólo pueden someterse a 
imposición en ese Estado”.  

 De especial interés es la mención específica que realizan los CDI con Francia 
y con el Reino Unido a la condición de “beneficiario efectivo” de la persona que 
obtiene la “otra renta”. En estos convenios la tributación exclusiva en el Estado 
de residencia exige explícitamente que tal perceptor sea el beneficiario 
efectivo. Esta cláusula del beneficiario efectivo, propia de los artículos 10, 11 y 
12, dividendos, intereses y cánones, respectivamente, no se encuentra 
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recogida ni en el texto del artículo 21 del MCOCDE, ni se hace alusión alguna a 
ella en los comentarios al artículo, por lo que ante la ausencia de dicha cláusula 
explícita en el convenio que resulte aplicable, no sería posible invocar la 
interpretación dinámica de los convenios tal y como procede respecto de los 
artículos mencionados. Lo anterior debe entenderse sin perjuicio de la 
aplicación en su caso, cuando proceda, del nuevo artículo 29 del MCOCDE 
“Derecho a los beneficios del Convenio” para evitar el uso indebido del artículo 
21. 

5.4 RÉGIMEN FISCAL. 

Tal y como se ha dicho anteriormente, el IRNR o, en su defecto el IRPF, 
contiene una clasificación de todas las rentas posibles que se entienden 
obtenidas en España por un no residente. Es por ello que, sin perjuicio de que 
la renta considerada, solamente, tenga cabida en el artículo 21 del CDI, 
atribuida a nuestro país la potestad de gravamen, será preciso clasificarla 
desde el punto de vista de la normativa interna al objeto de determinar la 
tributación de dicha renta.  

El artículo 21 opera como el resto de los artículos del convenio, esto es, una 
vez atribuida a un Estado la potestad de gravamen de una renta es la 
normativa interna de ese Estado el que determinará la calificación de dicha 
renta a efectos de su sujeción, exención y de su forma de tributar.  
 
6. OTRAS NORMAS SINGULARES DE LOS CONVENIOS  

Por último y como cierre del presente capítulo de rentas singulares hay que 
señalar que algunos convenios contienen artículos o apartados referidos a 
ciertos tipos de rentas que no se encuentran individualizadas en el MCOCDE. 
Así, por ejemplo, el MCOCDE no contiene una regulación específica para los 
agentes mediadores, corredores o comisionistas. Las rentas obtenidas por 
estas personas se consideran rentas incluidas en los beneficios empresariales 
o en las rentas profesionales independientes y, por tanto, son tratadas de igual 
modo que ellas. No obstante, el CDI suscrito con Austria contiene un artículo 
específico para estas rentas, el artículo 15, en el que se realiza una remisión 
para que se rijan por las disposiciones del artículo 7 – Beneficios 
empresariales-. También el CDI con Suecia, dentro de su artículo XIV –
Profesiones independientes-, incluye un apartado 3 declarando que, los 
requisitos exigidos de permanencia en el otro país y de cuantía para que el otro 
Estado pueda gravar las rentas, no se aplican en caso de que sean percibidas 
por un corredor, comisionista general o cualquier otro intermediario que goce 
estatuto independiente. 
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